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Introducción

En la sentencia T-025/2004 la Corte Constitucional declaró el es-
tado de cosas inconstitucional (ECI) en relación con la situación del des-
plazamiento forzado en Colombia.1 La Corte fundamentó esta declaración 
en: 1) la vulneración masiva y generalizada de derechos que afecta a un 
número significativo de personas; 2) la omisión de las autoridades en el 
cumplimiento de sus obligaciones; y 3) la intervención de varias entidades 
y esfuerzo presupuestal adicional.2 Con esta decisión, la Corte Constitu-
cional adquirió el deber de hacer seguimiento a la situación “hasta que 
esté restablecido el derecho o eliminadas las causas de la amenaza” (decreto 
2591/1991, art. 27).

Durante el proceso de seguimiento, la Corte constató que, fren-
te al fenómeno del desplazamiento forzado, ciertas poblaciones son des-
proporcionadamente afectadas, entre ellas, la población afrocolombiana. 

1	���������������������������������������������������������������������������������������������� Esta sentencia es el resultado de la revisión de 108 tutelas interpuestas por 1150 núcleos fa-
miliares con un promedio de 4 personas por núcleo (todos pertenecientes a la población des-
plazada). El resultado de la declaración del ECI es extender los efectos de la tutela y ordenar 
remedios que tengan un alcance material y temporal acorde con la magnitud de la violación. 
Asimismo, se busca proteger los derechos de quienes se encuentran en la misma situación que 
la parte demandante, pero que no acudieron a la tutela. 

2	 Otros de los hechos considerados por la Corte para declarar el ECI fueron: adopción de prácticas 
inconstitucionales (tutela como parte del procedimiento); no expedición de medidas legislativas, 
administrativas o presupuestales necesarias para evitar la vulneración de derechos; y si los afec-
tados recurrieran a la acción de tutela, se produciría una mayor congestión judicial. 
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Como consecuencia, el 26 de enero del 2009, con el ánimo de intro-
ducir un enfoque diferencial en la política pública de atención a la po-
blación afrocolombiana desplazada o en riesgo de estar desplazada, la 
Corte Constitucional dictó el auto 005/2009. La decisión tuvo en cuen-
ta las obligaciones constitucionales e internacionales que indican que la 
población afrodescendiente como minoría étnica es sujeto de especial 
protección,3 debido al impacto desproporcionado que el desplazamiento 
forzado tiene sobre sus derechos.4 

En dicha decisión la Corte identificó tres factores transversales que 
implican que la población afrodescendiente sea más vulnerable frente al 
desplazamiento forzado. En primer lugar, señaló la exclusión estructural 
que se refleja en los mayores niveles de pobreza e inequidad en los de-
partamentos y municipios con alta población afrocolombiana. Enseguida 
resaltó las presiones legales e ilegales generadas por los procesos mineros 
y agrícolas que se desarrollan en las zonas históricamente habitadas por 
las comunidades afro y que han generado dinámicas de confinamiento5 y 
resistencia.6 Por último, destacó la deficiente protección jurídica e institu-
cional de los territorios colectivos que se refleja en las ventas ilegales de 
éstos, en la expulsión de territorios ancestrales en proceso de titulación 
colectiva, y en la falta de reconocimiento de autoridades comunitarias que 
impide la titulación colectiva, entre otras consecuencias. 

Por otro lado, la Corte señaló una serie de riesgos que demuestran 
el impacto desproporcionado del desplazamiento forzado interno frente 
a los derechos colectivos de las comunidades afro. Entre otros, mencionó 

3	 En palabras de la Corte Constitucional, la calidad de sujeto de especial protección exige que se 
adopten “medidas de diferenciación positiva que atiendan las condiciones de especial vulnerabi-
lidad e indefensión y propendan, a través de un trato preferente, por materializar el goce efectivo 
de sus derechos” (párr. 10, auto 005/2009), e implica que el Estado está obligado “no sólo a evi-
tar eventuales discriminaciones, sino también a desarrollar acciones tendientes a garantizar que 
estas comunidades y los individuos que las componen puedan gozar de todos los derechos cons-
titucionales, individuales y colectivos, en igualdad de condiciones” (párr. 31, auto 005/2009). 

4	 Arts. 1º, 2º, 5º, 7º, 13, 70, 55 transitorio de la Constitución, jurisprudencia constitucional; arts. 
2º y 7º de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; arts. 2º, 25 y 26 del Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; arts. 1º y 24 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos; arts. 1º, 2º, 6º, 7º, 12, 13, 14, 16, 17, 18, 20, 21, 22, 24, 25, 26 y 
27 del convenio 169 de la OIT; principio de distinción y principio de trato humanitario dentro del 
derecho internacional humanitario; y principios 4, 6 y 9 de los “Principios rectores de los despla-
zamientos internos de las Naciones Unidas”. 

5	 “El confinamiento es una modalidad del desplazamiento forzado interno en que las comuni-
dades continúan en una parte de su territorio pero perdiendo movilidad sobre el mismo y en 
algunos casos la autonomía para poder decidir sobre aspectos básicos de su vida social y 
cultural” (Corte Constitucional, 2009a, párr. 116). 

6	 “Las comunidades resistentes, aunque pudieron desplazarse, optaron conscientemente por per-
manecer en sus territorios, adentrándose en algunos casos en ellos y desarrollando un conjunto 
de estrategias para mantenerse en los mismos” (Corte Constitucional, 2009a, párr. 116). 
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los siguientes: la vulneración de los derechos territoriales colectivos, la des-
trucción de la estructura social, la desatención para las comunidades que 
optan por la resistencia y el confinamiento, la afectación del derecho a la 
participación, el debilitamiento de las organizaciones comunitarias afroco-
lombianas y del mecanismo de consulta previa, la vulneración del derecho 
a la protección estatal y, por último, el desconocimiento del deber estatal 
de prevención.

Tras analizar dichos factores y riesgos, el tribunal en mención cons-
tató que la respuesta estatal y la política pública de atención a la población 
afrocolombiana afectada por el desplazamiento, el confinamiento y la re-
sistencia, resultaban insuficientes para la protección efectiva y goce de sus 
derechos individuales y colectivos. Según lo anterior, en el auto 005 dictó 
seis órdenes encaminadas a solucionar dichas problemáticas y fijó unos pla-
zos específicos para su diseño e implementación por parte de las entidades 
estatales encargadas.7 

Ahora bien, a pesar de que los términos de cumplimiento ya se 
vencieron, tal como se evidenció en el primer informe de seguimiento 
presentado por el Observatorio de Discriminación Racial (ODR), el cum-
plimiento del auto 005 por parte de las autoridades estatales ha sido extre-
madamente bajo para todas las seis órdenes dictadas por la Corte (ODR, 
2010). Los fenómenos del desplazamiento, el confinamiento y la resisten-
cia no han sido remediados y la violación de los derechos individuales y 
colectivos de la población afrodescendiente aún persiste. En dicho con-
texto, este documento tiene como objeto resaltar la problemática específica 
de las comunidades afrocolombianas en resistencia y, a través del lente de 
esas comunidades, reiterar la importancia de las consideraciones y órdenes 

7	 La Corte Constitucional ordenó: 1) al director de Acción Social diseñar e implementar un plan 
específico de protección y atención para cada una de las comunidades señaladas en el anexo 
del auto 005 como casos emblemáticos; 2) al Ministerio del Interior y de Justicia diseñar e imple-
mentar un plan de caracterización de los territorios colectivos y ancestrales habitados mayorita-
riamente por la población afrocolombiana; 3) al Ministerio del Interior y de Justicia, junto con el 
Instituto Colombiano de Desarrollo Rural (Incoder), la Superintendencia de Notariado y Registro, 
la Unidad Nacional de Tierras del Ministerio de Agricultura, el Instituto Geográfico Agustín Coda-
zzi y Acción Social, implementar la ruta étnica propuesta por Acción Social dentro del proyecto 
de protección de tierras y patrimonio; 4) al director de Acción Social diseñar una estrategia que 
permita adoptar en cada caso y de manera urgente las medidas necesarias para garantizar que 
la población afrocolombiana confinada reciba atención humanitaria de emergencia de manera 
integral, oportuna y completa, respetando los criterios de especificidad cultural aplicables; 5) al 
director de Acción Social y al Consejo Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada, 
diseñar un plan integral de prevención, protección y atención a la población afrocolombiana; 6) 
al Ministerio del Interior y de Justicia y al Ministerio de Defensa presentar informes bimensuales 
sobre las acciones tomadas para obtener el cumplimiento de las medidas provisionales orde-
nadas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en beneficio de las comunidades de 
Jiguamiandó y Curvaradó (Corte Constitucional, 2009a: 64, 65 y 66).
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del auto 005 y la necesidad de que el Estado colombiano adopte medi-
das para la protección de los derechos de esta población. Con tal fin, nos 
centraremos en la situación de las comunidades afrocolombianas de los 
municipios de Buenos Aires y Suárez (Cauca) como casos emblemáticos 
de resistencia. 

Con los citados propósitos en mente, presentaremos, en primer lu-
gar, las características sociodemográficas de ambos municipios y se expli-
carán los derechos que tienen las comunidades afrodescendientes sobre el 
territorio en razón de la ocupación ancestral que han ejercido sobre él. En 
segundo lugar, describiremos los casos más emblemáticos de violaciones 
a dichos derechos, resaltando los riesgos a los cuales están expuestas las 
comunidades y que fueron señalados por la misma Corte en el auto 005. 
En particular, haremos referencia a la construcción de la hidroeléctrica La 
Salvajina, la implementación del Proyecto de desviación del río Ovejas al 
embalse La Salvajina (Droes), y la explotación minera industrial. En tercer 
lugar, nos enfocaremos en el caso del corregimiento de La Toma, en el 
municipio de Suárez, por ser un caso emblemático del conflicto entre los 
derechos de las comunidades afrodescendientes al territorio ancestral, por 
un lado, y los proyectos mineros de terceros, por otro. Ilustraremos cómo 
la falta de acciones estatales para proteger los derechos de la comunidad 
afrodescendiente, que incluye la garantía de la consulta y consentimiento 
previos y el cumplimiento oportuno del auto 005, conduce a una situación 
en la cual la comunidad se ve obligada a desplazarse de sus territorios ances-
trales o vivir en resistencia bajo condiciones de alto riesgo. Posteriormente, 
plantearemos alternativas de solución a la situación de la comunidad de La 
Toma (y de otras comunidades afrodescendientes en circunstancias seme-
jantes), a partir de la pronta y efectiva implementación de las órdenes del 
auto 005/2009. Así, formularemos unas breves recomendaciones, tenien-
do en cuenta la perspectiva y opiniones expresadas por los líderes afrodes-
cendientes del norte del Cauca sobre este tema. Todo esto como un trabajo 
suplementario al deber que, de acuerdo con la Corte Constitucional, tiene 
el Estado colombiano de caracterizar adecuadamente la dimensión de la 
crisis humanitaria que enfrentan las comunidades afrodescendientes (Corte 
Constitucional, 2009a:68). Por último, se concluirá brevemente. 



Metodología del documento

Este texto fue elaborado basado en la triangulación de datos reco-
pilados mediante distintos métodos y en diferentes espacios: 1) informa-
ción obtenida y utilizada para el primer informe de seguimiento al auto 
005 del ODR, referido anteriormente; 2) un taller sobre el auto 005 y los 
desafíos en la protección de los derechos al territorio, realizado el 17 y 18 
de septiembre del 2010 en Santander de Quilichao con la participación de 
aproximadamente veinte líderes afrocolombianos de los municipios de Bue-
nos Aires, Suárez y Santander de Quilichao; 3) la revisión sistemática de 
documentos de los procesos judiciales adelantados por la comunidad del 
corregimiento de La Toma del municipio de Suárez; 4) una revisión de ar-
tículos de prensa de finales del 2009 a finales del 2010 sobre la situación 
de la comunidad de La Toma; 5) dieciséis derechos de petición enviados 
durante el segundo semestre del 2010 a las entidades estatales encarga-
das del cumplimiento del auto 005; 6) un taller sobre la minería ancestral 
como práctica tradicional de las comunidades afrodescendientes e indí-
genas, realizado el 1º de diciembre del 2010 en Bogotá con la participa-
ción de aproximadamente quince líderes indígenas y afrodescendientes;8  
y 7) entrevistas realizadas durante el segundo semestre del 2010 en el Mi-
nisterio del Interior y de Justicia y al procurador regional de Cali sobre el 
cumplimiento del auto 005. 

8	 Este taller fue realizado por el ODR juntamente con el Proyecto de desarrollo de estándares y 
mecanismos para la protección de los pueblos étnicos frente a proyectos mineros y energéticos 
del Instituto Norte-Sur, y con el resguardo indígena de Cañamomo y Lomaprieta.





El municipio de Buenos Aires, fundado en 1536, se encuentra ubi-
cado en el norte del departamento del Cauca, y limita al oriente con el 
municipio de Santander de Quilichao, al occidente con los municipios 
de Suárez y López de Micay, al norte con los municipios de Jamundí y 
Buenaventura (Valle del Cauca), y al sur con los municipios de Suárez 
y Morales (Municipio de Buenos Aires, Cauca, 2010). Tiene una extensión 
de 410 km2. 

Por su parte, el municipio de Suárez se encuentra ubicado al nor- 
occidente del departamento del Cauca, limita al norte y oriente con el 
municipio de Buenos Aires, al suroriente y al sur con el municipio de 
Morales y al occidente con López de Micay (Municipio de Suárez, Cauca, 
2010). Fue constituido como municipio en 1989 (Asamblea Departamen-
tal del Cauca, 1989) como consecuencia de los ingresos que se generaron 
tras la construcción de la Hidroeléctrica Salvajina. Tiene una extensión de 
389,87 km2, de ellos, 386,30 km2 corresponden a la parte rural y 3,57 km2 
a la parte urbana. 

Según el Departamento Administrativo Nacional de Estadística 
(DANE), Buenos Aires cuenta con una población de 29.392 personas 
(DANE, 2010) de las cuales el 68,5% se autorreconoce como negro, mu-
lato, afrocolombiano o afrodescendiente (DANE, 2010). A su vez, Suárez 

Caracterización sociodemográfica                  
de los municipios Buenos Aires                 
y Suárez (Cauca)     
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tiene una población de 18.901 personas (DANE, 2010) de las cuales el 
58,1% se reconoce como negro, mulato, afrocolombiano o afrodescen-
diente (DANE, 2010). La masiva presencia de la comunidad negra en los 
municipios de Suárez y Buenos Aires está asociada a las labores que realiza-
ron como esclavos en las minas de la zona para los colonizadores españoles 
(“La consulta previa y el círculo del despojo a las comunidades negras de 
los municipios de Buenos Aires y Suárez”, 2008). La mano de obra esclava 
constituyó la base laboral que permitió impulsar la producción minera, la 
cual se configuró como el sector económico más importante de la econo-
mía colonial (Rojas, 2008:124).

Debe resaltarse que la actividad minera adquirió otro sentido para 
los mineros esclavos. En torno a ésta, crearon su propio lenguaje de pa-
rentesco social y genético (De Friedemann, 1993:79). Por lo mismo, es 
necesario describir brevemente el desarrollo de ella. 

La organización básica del trabajo esclavo era la cuadrilla. Para ad-
quirir el derecho sobre una mina y sobre una fuente de agua para la explo-
tación del oro, una cuadrilla debía constar, al menos, de cinco esclavos (De 
Friedemann, 1993:79). Las primeras cuadrillas estuvieron conformadas 
por hombres, pero a medida que la producción se fue desarrollando, el 
ingreso de mujeres se hizo urgente. Inicialmente, las mujeres ingresaron 
a las cuadrillas como cocineras y administradoras de abastecimientos en 
las minas y, con el tiempo, se convirtieron en el centro de una familia con 
referencia matrifocal. De esta manera, en el interior de las cuadrillas se 
desarrollaron relaciones de parentesco que se fortalecieron con el tiempo a 
pesar de las ventas y préstamos de los que eran objeto los esclavos mineros 
(De Friedemann, 1993:79). 

La permanencia de los afrodescendientes en el territorio fue posible 
porque, después de entregar el oro que producían, se les permitió traba-
jar en los terrenos ya removidos que quedaban como mazmorra.9 Algu-
nos otros lograron que les fueran vendidas unas parcelas (De Friedemann 
1993:83). Los historiadores consideran que posiblemente muchos de estos 
esclavos abandonaron las cuadrillas y se quedaron en estos lugares, don-
de siguieron practicando la minería y, para hacerlo, empezaron a elaborar 
el sistema que ha llegado a nuestros días con el término troncos, “grupos 
cognáticos de parientes consanguíneos que remontan su linaje tanto por 
la vía materna como por la paterna, hasta un antepasado hombre o mujer 
fundador de la descendencia” (De Friedemann 1993:80). Los troncos se 

9	  Por esto, se les conocía como mazmorreros (De Friedemann, 1993: 80).
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desenvuelven en las minas, las cuales se conforman por el caserío donde 
viven los mineros, la chagra o sitio de cultivos de subsistencia, el corte mi-
nero de cada familia nuclear y el corte minero comunal del grupo total de 
descendencia (De Friedemann 1993:81).

En el interior de las minas cada uno de los miembros de un tronco 
o ramaje cumple una función específica: “Los hombres limpian el terreno, 
cortan madera para construir las casas y las canoas y hacen el trabajo pesa-
do en el corte minero. Su mujer y sus hijos también van a la chagra, cortan 
banano, caña de azúcar y hacen panela en los trapiches de aspas que aún 
existen, pero también asisten a los cortes familiares o comederos y a los 
comunales o compañías donde se sigue trabajando bajo la autoridad de un 
capitán” (De Friedemann, 1993:81).

En este sentido, es claro que las cuadrillas terminaron por constituir 
tanto una forma de estructuración de la labor productiva, como una forma 
de estructura social, desde la cual se generarían relaciones sociales, filiales, 
familiares, culturales y genealógicas de todo tipo (Rojas, 2008:124). La 
situación es similar en los municipios de Buenos Aires y Suárez, donde 
hombres y mujeres, generación tras generación, han venido desempeñán-
dose en la minería ancestral al borde de los ríos, lo que les ha permitido so-
brevivir física y culturalmente. Como lo resalta Lisifrey Ararat, presidente 
del Consejo Comunitario de La Toma, “siempre hemos dicho: la minería 
en el norte del Cauca es lo que nos ha permitido permanecer en el tiempo, 
vivir como pueblo. No solamente es una actividad económica. Es también 
una actividad de aprendizaje” (“Taller sobre minería ancestral”, 2010, 1º 
de diciembre). 

Debido a la riqueza mineral de las riberas y de los cauces de los ríos, 
la minería ancestral continúa siendo una de las principales actividades eco-
nómicas y de subsistencia de sus habitantes,10 y se ha desarrollado a partir 
de prácticas y técnicas tradicionales, entre las que se destacan el trabajo en 
socavón y con bateas (Proceso de Comunidades Negras [PCN], 2011:5). 
Según los mismos grupos étnicos, la minería ancestral practicada tanto 
por los pueblos indígenas como por las comunidades afrodescendientes 
se distingue de la minería industrial por su lógica: “no es una minería 
de acumulación. Cosecha solamente lo que necesita. Es para subsistencia” 
(“Taller sobre minería ancestral”, 2010, 1º de diciembre). De modo simi-
lar, Plutarco Sandoval, líder del Proceso de Comunidades Negras, subraya, 
“no tiene sentido comparar la gran minería y la minería artesanal. Es que la 

10	  La fertilidad de la tierra también ha impulsado el desarrollo de la agricultura. 
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gran minería no es sostenible. Tenemos que estar locos para acabar con las 
fuentes de agua, los recursos naturales [...] No tiene sentido acabar con la 
vida por lucro” (“Taller sobre minería ancestral”, 2010, 1º de diciembre). 

La importancia de esta actividad tradicional va de la mano con la 
estrecha relación que tienen las comunidades afrodescendientes con el te-
rritorio. Para éstas, dejar el territorio significa abandonar una parte esencial 
de su existencia e implica su desintegración cultural, ya que se deshacen las 
relaciones sociales que se han generado a partir del ejercicio de la minería. 
Por lo mismo, el hecho de que aún existen troncos hoy en día demuestra 
la resistencia de estas comunidades, que han reivindicado su propia forma 
de economía. El tronco entonces es lo que les ha permitido resistir los pro-
cesos económicos hegemónicos y sigue siendo la respuesta de los grupos 
negros contemporáneos a las condiciones de discriminación socioétnica y 
económica (De Friedemann, 1993:81). Al respecto, Ararat señala que la 
pérdida del territorio por parte de las comunidades implica que “hoy en 
día no se sabe dónde están y eso acabó el pueblo y la comunidad, porque 
muchísima gente de nuestros parientes hoy día no nos conocemos [...] 
porque unos se fueron para Bogotá, otros para Medellín [...] mientras que 
en nuestro territorio todos nos conocemos y en la ciudad es muy difícil” 
(Ararat, 2010).



Los derechos al territorio                                 
de las comunidades afrodescendientes: 
las normas colombianas aplicables

En virtud de la importancia que tiene el territorio para las comuni-
dades negras, en cuanto es esencial para su supervivencia física y cultural, 
se han adoptado diversos preceptos legales que permiten proteger los de-
rechos que éstas ejercen sobre aquél. Específicamente, se busca proteger la 
ocupación ancestral y el desarrollo de modelos productivos tradicionales.

En este sentido, y en relación con los territorios cuya propiedad no 
ha sido adjudicada a las comunidades, mediante la ley 70/1993 el Estado 
colombiano reconoció el derecho a la propiedad colectiva de las comuni-
dades negras11 sobre las tierras baldías,12 rurales y ribereñas13 que hayan 
ocupado14 y donde desarrollen prácticas tradicionales de producción.15 

11	 De acuerdo con el numeral 5 del artículo 2º de la ley 70/1993, una comunidad negra es “el 
conjunto de familias de ascendencia afrocolombiana que poseen una cultura propia, comparten 
una historia y tienen sus propias tradiciones y costumbres dentro de la relación como poblado, 
que revelan y conservan conciencia de identidad que las distinguen de otros grupos étnicos”. 

12	 “Son los terrenos situados dentro de los límites del territorio nacional que pertenecen al Estado y 
que carecen de otro dueño, y los que, habiendo sido adjudicados con ese carácter, deban volver 
a dominio del Estado, de acuerdo con lo que dispone el artículo 56 de la ley 110 de 1913, y las 
normas que lo adicionen, desarrollen o reformen” (ley 70/1993, art. 2º, núm. 4). 

13	 “Son los terrenos aledaños a las riberas de los ríos señalados en el numeral anterior que están 
por fuera de los perímetros urbanos definidos por los concejos municipales de los municipios del 
área en consideración” (ley 70/1993, art. 2º, núm. 3).

14	 “Es el asentamiento histórico y ancestral de comunidades negras en tierras para su uso colec-
tivo, que constituyen su hábitat, y sobre los cuales desarrollan en la actualidad sus prácticas 
tradicionales de producción” (ley 70/1993, art. 2º, núm. 6).

15	 “Son las actividades y técnicas agrícolas, mineras, de extracción forestal, pecuarias, de caza, 
pesca y recolección de productos naturales en general, que han utilizado consuetudinariamente 
las comunidades negras para garantizar la conservación de la vida y el desarrollo autosostenible” 
(ley 70/1993, art. 2º, núm. 47).
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De la misma manera, en el artículo 7º de dicha ley se dispone que 
las tierras adjudicadas a las comunidades afrodescendientes son inaliena-
bles, imprescriptibles e inembargables, y que la ocupación y adquisición 
de dichos territorios sólo podrán ejercerse por miembros de la comunidad. 
Así, en los artículos 17 y 18 de la ley 70 se estipuló que los territorios ocu-
pados por comunidades negras en los términos previstos por la misma ley 
sólo podrán adjudicarse a ellas. De lo contrario, las adjudicaciones que se 
realicen serán nulas. En el mismo sentido, no podrán otorgarse autoriza-
ciones para explotar en dichos territorios recursos naturales sin concepto 
previo de la Comisión Técnica (ley 70/1993, art. 8º).16 

Sin embargo, las normas mencionadas han tenido un nivel de apli-
cación muy bajo. Éste es el caso de los municipios de Buenos Aires y Suárez, 
donde no ha sido posible realizar la titulación colectiva de los territorios 
ocupados por las comunidades negras.17 Al contrario, la adjudicación de 
la propiedad de dichos territorios se ha realizado por medio de otros me-
canismos legales como los dispuestos en las leyes 160/1994 y 135/1961, 
que establecían subsidios para la adquisición de tierras, desconociendo así 
los derechos que tienen las comunidades por haber ocupado el territorio 
ancestralmente y por desarrollar allí sus prácticas tradicionales de produc-
ción. Según los líderes afrodescendientes, este tipo de adjudicaciones se ha 
dado en el Consejo Comunitario de Pilamo, en Puerto Tejada (que solicitó 
trescientos hectáreas ante el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural, 
aunque sólo le fueron adjudicadas cien hectáreas), y en el Consejo Comu-
nitario de Alsacia (Márquez, 2011). 

Lo anterior constituye un desconocimiento, no sólo de los derechos 
reconocidos por la ley 70, sino de aquellos consagrados en diversas dispo-
siciones internacionales. Entre ellas, el Convenio 169, adoptado mediante 
la ley 21 de 1991, obliga al Estado colombiano a reconocer en cabeza de 
las comunidades negras el derecho de propiedad y de posesión sobre los 

16	 Dicha comisión estará integrada por el Incora, el Instituto Geográfico Agustín Codazzi y el Instituto 
Nacional de Recursos Naturales (Inderena) o la entidad que haga sus veces (decreto 1745/1995, 
art. 15). La comisión tendrá, entre otras funciones: emitir concepto previo sobre: a) el otorga-
miento de licencia ambiental, autorización, concesión o permiso para la ejecución de proyectos, 
obras o actividades que lo requieran y cuya competencia corresponda al Ministerio del Medio Am-
biente, a las corporaciones autónomas regionales, a las entidades territoriales o a cualquier otra 
autoridad del sistema nacional ambiental; b) la celebración de cualquier contrato u otorgamiento 
de título que tenga por objeto el aprovechamiento de los recursos naturales; y c) verificar que las 
solicitudes de titulación individual no se encuentran en territorios ocupados por una comunidad 
negra, y sean susceptibles de ser titulados colectivamente. 

17	 Esto, aunado al hecho de que en el pasado no se les adjudicó la propiedad de dichos territorios. 
Tal y como lo señalaba un miembro de la comunidad: “Una de las dificultades que hemos tenido 
por acá es que nuestros ancestros adquirieron la tierra, la compraron a punta de oro pero no hubo 
una titulación, no tienen los títulos de los predios” (“Taller ODR”, 2010, 17-18 de septiembre).
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territorios habitados ancestralmente; respetar la relación especial que ten-
gan dichos pueblos con sus territorios; garantizar la posesión y el uso de 
dichos territorios; impedir que terceros se apropien de ellos; y establecer 
sanciones para las intrusiones y usos no autorizados de las tierras de los 
pueblos interesados (Convenio 169, art. 14, nums. 1 y 17, núm. 10).

Por otro lado, en relación específicamente con los recursos mineros, 
y en virtud del artículo 27 de la ley 70, las comunidades afrodescendientes 
tendrán derecho de prelación para que el Gobierno les otorgue licencias de 
explotación y exploración sobre los recursos naturales no renovables que 
tradicionalmente han aprovechado. 

Asimismo, tal y como lo dispone el parágrafo 2º del artículo 15 
del decreto 1745/1995, cuando se solicite una licencia ambiental o con-
cesión para la ejecución de proyectos que la requieran y cuya competencia 
corresponda al Ministerio del Medio Ambiente, a las corporaciones autó-
nomas regionales, a las entidades territoriales o a cualquier otra autoridad 
del sistema nacional ambiental, deberá realizarse una consulta previa a las 
comunidades afrodescendientes afectadas. Lo mismo ocurrirá cuando se 
pretenda celebrar un contrato u otorgar un título que tenga por objeto el 
aprovechamiento de recursos naturales dentro de territorios ocupados por 
comunidades negras. 

Lo anterior está en consonancia con el artículo 76 de la ley 99/1993, 
en el que se estipula que la explotación de los recursos naturales deberá 
hacerse sin desmedro de la integridad cultural, social y económica de las 
comunidades negras y que, en consecuencia, las decisiones sobre la mate-
ria se tomarán luego de una consulta previa a los representantes de tales 
comunidades. 

Las anteriores normas cobijan las connotaciones especiales que tie-
ne el derecho al territorio colectivo de las comunidades negras. En efecto, 
como lo mencionamos, éste implica la protección de sus territorios ances-
trales, de sus formas colectivas de propiedad y de sus prácticas tradiciona-
les de producción y organización interna (Rodríguez Garavito, Alfonso y  
Cavelier, 2009:21). Además, la protección del territorio está directamente 
relacionada con la garantía del derecho a la consulta previa de que son 
titulares las comunidades y “cuyo propósito es el respeto y la garantía 
de su derecho a la autodeterminación, así como de la integridad étnica, 
cultural, social y económica de la población afrocolombiana” (Rodríguez  
Garavito, Alfonso y Cavelier, 2009:22). La realización de una consulta 
previa apropiada y completa, a su vez, implica satisfacer un conjunto de 
estándares que ha sido establecido en el ámbito internacional y reiterado 
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en la jurisprudencia constitucional colombiana. En su importante fallo 
T-769/2009, la Corte Constitucional resume los criterios de la siguiente 
manera: 

La consulta es una relación de comunicación y entendimiento, 
caracterizada por el mutuo respeto, la transparencia y la con-
fianza recíproca entre los auténticos voceros de los pueblos indí-
genas y tribales y las autoridades públicas, en procura de:

a) Que la comunidad tenga conocimiento pleno sobre los proyectos.
b) Que igualmente sea enterada e ilustrada a cabalidad sobre la 
manera como la ejecución de los proyectos puede conllevar una 
afectación o variación sobre sus derechos, sus tradiciones y, en 
general, el hábitat.
c) La comunicación abierta, oportuna, libre y sin interferen-
cias extrañas, procurándose la convocatoria de los representantes 
legítimos, en todo lo que conduzca a participar activamente e 
intervenir en su modificación, si es preciso, todo para que de 
manera conjunta, consciente y sincera sean presentadas y valo-
radas las ventajas y desventajas del proyecto sobre la comunidad, 
cuyas inquietudes y observaciones serán atendidas no sólo en lo 
concerniente a los intereses primarios y directos, sino en torno a 
los valores superiores de preservación cultural y ecológica (Corte 
Constitucional de Colombia, 2009b:38-39).18

Adicionalmente, la Corte Constitucional subraya que “[c]uando no 
sea posible el acuerdo o la concertación, la decisión de la autoridad debe es-
tar desprovista de arbitrariedad y de autoritarismo; en consecuencia, debe 
ser objetiva, razonable y proporcionada a la finalidad constitucional, que 
le exige al Estado la protección de la identidad social, cultural y económica 
de las comunidades indígenas” (Corte Constitucional de Colombia, 2009b: 
33). En último lugar, cabe resaltar que en este mismo fallo, la Corte avanza 
la jurisprudencia en el siguiente importante sentido: 

[…] cuando se trate de planes de desarrollo o de inversión a gran 
escala, que tengan mayor impacto dentro del territorio de afro-
descendientes e indígenas, es deber del Estado, no sólo consultar 
a dichas comunidades, sino también obtener su consentimiento 

18	 Citas internas omitidas. Para una exposición más completa de los estándares internacionales 
relacionados con el derecho a la consulta previa, cf. Rodríguez Garavito et ál. (2010).
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libre, informado y previo, según sus costumbres y tradiciones, 
dado que esas poblaciones, al ejecutarse planes e inversiones de 
exploración y explotación en su hábitat, pueden llegar a atrave-
sar cambios sociales y económicos profundos, como la pérdida de 
sus tierras tradicionales, el desalojo, la migración, el agotamien-
to de recursos necesarios para la subsistencia física y cultural, 
la destrucción y contaminación del ambiente tradicional, entre 
otras consecuencias; por lo que en estos casos las decisiones de las 
comunidades pueden llegar a considerarse vinculantes, debido 
al grave nivel de afectación que les acarrea (Corte Constitucio-
nal de Colombia, 2009b: 35).

En la práctica, sin embargo, la realidad de los derechos de las co-
munidades negras contrasta con estos estándares jurídicos. La brecha se 
hace patente en el contexto del norte del Cauca y el caso de La Toma, que 
pasamos a exponer.





El contexto del norte del Cauca: 
megaproyectos y sus consecuencias para las comunidades 
afrodescendientes 

Para los efectos de este informe, el hito en la historia socioeconó-
mica reciente del norte del Cauca es la construcción de la hidroeléctrica 
La Salvajina, iniciada en 1985 (Ortega, Soler y Cañellas, 2006:1). Fue 
construida por iniciativa de la Corporación Autónoma Regional del Cauca 
para regular el río Cauca y recuperar 131.700 hectáreas de tierra con el 
fin de dedicarlas a planes de vivienda y explotación agropecuaria; generar 
270.000 KW de energía eléctrica y controlar la contaminación del río en 
las épocas de verano (Villalobos, 2009:46). La construcción del embalse 
ocasionó una grave afectación a los derechos étnicos y culturales de los 
habitantes de la zona, y hoy en día continúa generando un grave deterioro 
ambiental (PCN, 2011:5).

Según un estudio realizado por expertos del Observatorio de la 
Deuda en la Globalización (ODG), el Centro Nacional Salud, Ambiente y 
Trabajo (Censat Agua Viva) y la Universidad Autónoma de Barcelona, los 
impactos generados por la represa afectaron y siguen afectando los territo-
rios de las comunidades indígenas y afrodescendientes, principalmente en 
los municipios de Morales, Suárez y Buenos Aires (Ortega, Soler y Cañe-
llas, 2006:2). El estudio destacó los siguientes efectos:

Sociales y económicos: la pérdida de las fuentes de trabajo que 
garantizaban la sostenibilidad de las comunidades negras e 
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indígenas en los territorios inundados. Resultaron afectadas 
la minería (oro), pesca, extracción artesanal de materiales de 
construcción para sus viviendas y agricultura. Esto implicó un 
descenso del ingreso económico familiar significativo.

Culturales: el desmembramiento familiar debido a las condicio-
nes de miseria, obligaron al desplazamiento intrafamiliar y al 
desplazamiento de población entre diferentes veredas.

Ambientales: la variación de la temperatura promedio en la 
zona del embalse y la erosión de las riberas de la represa por 
la alta concentración de agua, implicó la pérdida de especies 
propias del ecosistema natural del río y de su ribera, además 
de producir cambios significativos en las tipologías agrícolas 
(Ortega, Soler y Cañellas 2006:2).

Aunado a lo anterior, los habitantes también señalan como conse-
cuencia el debilitamiento de las relaciones comunitarias y del tejido social: 
“Había una fuerte relación de las comunidades de ambas orillas [...] por-
que el río, como les decía, era un medio de comunicación [...] había una 
dinámica comunitaria. También había una fortaleza política. El hecho de 
que todo el municipio se pudiera relacionar [...] eso los hacía fuertes polí-
ticamente” (“Taller ODR”, 2010, 17 de septiembre). Asimismo, explican 
que “las personas están confinadas y han perdido el derecho a la libre mo-
vilidad. Ellos dependen de un transporte que ha colocado la empresa que 
tiene una hora de llegada y una hora de salida [...] todo queda supeditado 
al manejo que ellos hacen de esa movilidad. [...] A través de la construcción 
de la represa se dieron cuenta de la gran riqueza que hay ahí en oro, en-
tonces han aparecido los intereses de multinacionales para explotar ese oro. 
También se ha dado la presencia de cultivos ilícitos. Hay presencia de acto-
res armados legales y no legales. [...] Hay estigmatización y señalamiento 
de las comunidades [...] por ir en contra del desarrollo” (“Taller ODR”, 
2010, 17-18 de septiembre).

El proyecto también provocó cambios sociales profundos con la 
militarización de la región, como describe un miembro de la comunidad 
afrodescendiente: 

Antes de Salvajina, en Suárez había un puesto de Policía. Con 
la construcción del embalse llegó un batallón del Ejército y arre-
metieron contra los mineros: detenían a los que decían que se 
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habían metido en el muro de la presa, cogían las bateas y las 
dañaban, también metían a 20 o 30 mineros en un furgón y los 
iban a tirar a Timba, en San Francisco. Establecieron dos bases 
militares, en San Miguel y Polvorines. Esta última se mantuvo 
hasta 1998, cuando el alcalde decidió que no tenía recursos para 
darles comida y otros apoyos a los militares (PCN, 2011:5).

Dentro de los impactos sociales también debe resaltarse la propa-
gación de enfermedades: “Aparecen en la comunidad enfermedades de 
diferente tipo, los mosquitos [...] con la construcción de la hidroeléctri-
ca vienen muchos foráneos y aparecen enfermedades venéreas, también 
aparecen la drogadicción y la prostitución” (“Taller ODR”, 2010, 17-18 
de septiembre).

Como resultado del conjunto de las afectaciones descritas, las prác-
ticas tradicionales de minería artesanal de las que obtenían su sustento 
diario se vieron considerablemente afectadas. Uno de los habitantes de 
Suárez afirma:

La cotidianidad de la gente era la parte agrícola, su minería 
artesanal, que la gente ancestralmente ha venido desarrollando 
a las orillas del río, había socavones en ambos lados; otros se 
dedicaban a la pesca, bajaban balsas con madera para comer-
cializarlas en el mercado aquí en Cali, cultivaban cacao y plá-
tano, chontaduro, otros tenían sus animales [...] y la gente vivía 
de eso, y ese era su mundo y la gente era feliz, en medio de las 
limitaciones que podía haber en ese entonces. Para la gente eso 
era importantísimo. Además, la familia vivía allí, o sea que 
culturalmente estaba ahí establecida. Cuando ocurre lo de lle-
nar el embalse y que la gente tiene que obligatoriamente vender, 
pues la familia se desintegra, hay desmembración de la familia 
porque unos se van para Cali, otros para otras partes, y entonces 
la vida se les cambia totalmente (“Taller ODR”, 2010, 17-18 
de septiembre).19 

19	 Según los miembros de la comunidad, dichos daños siguen sin ser resarcidos: “ha habido unos 
daños que no han sido reparados a pesar de que se le ha hecho reclamo al Estado, y el Estado 
necio, sordo, sin voluntad, en vez de resarcir los daños y compensar, porque nunca se repara 
totalmente, antes de premio sigue para quitarle lo poco que le ha quedado a la comunidad, […] 
para que esa comunidad desaparezca totalmente, sin importarle que acá somos seres humanos, 
somos nación, somos pueblo, somos ciudadanos, y tenemos todos los derechos que están con-
sagrados en la Constitución y que el Estado está en el deber de que esos derechos se cumplan” 
(“Taller ODR”, 2010, 17-18 de septiembre).
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En efecto, como consecuencia de la construcción de La Salva-
jina, cerca de 6000 mineros, entre ellos 800 familias afrodescendientes, 
se vieron obligados a desplazarse, resultando en un gran asentamiento de 
afrodescendientes en el distrito de Aguablanca, un conocido sector de po-
blación mayoritariamente negra y de clase baja en la zona urbana de Cali 
(PCN, 2011:5). Asimismo, se sabe que algunas personas se desplazaron a 
otras zonas de los municipios de Suárez y Buenos Aires, mientras que otras 
desaparecieron completamente de la región.

Desde entonces, distintas multinacionales han solicitado con-
cesiones para explotar las minas de la región. Así, en 1994 se registró 
otro gran desplazamiento de mineros artesanales por la incursión de 16 
retroexcavadoras dedicadas a la extracción aurífera en los ríos Cauca y 
Ovejas (PCN, 2011:9). 

Un año después, la Corporación Autónoma Regional del Cauca 
y la Empresa Prestadora de Energía del Pacífico (EPSA) propusieron la 
desviación del río Ovejas “como obra complementaria al embalse de Salva-
jina” (Ortega, Soler y Cañellas, 2006:4). De acuerdo con sus promotores, 
dicho proyecto tendría como fin regular el cauce del río Cauca y aumentar 
la generación eléctrica de La Salvajina (PCN, 2011:9). En 1996, la EPSA 
encargó a la firma Ingesam la responsabilidad de elaborar un estudio de 
evaluación del impacto ambiental (conocido como Estudio de impacto 
ambiental del proyecto de desvío del río Ovejas al embalse de Salvajina 
[Droes]), el cual, suponiendo la desviación del 90% del caudal promedio 
del río Ovejas, concluyó que era necesaria “la realización de un conjunto 
de obras civiles, incluyendo una presa derivadora, un túnel de desvío para 
la construcción, un túnel de conducción, ataguías, vías de acceso, zonas de 
préstamo y botaderos; además de obras de infraestructura como el campa-
mento” (Ortega, Soler y Cañellas, 2006:4). 

En respuesta a este estudio, varias de las comunidades de la zona 
manifestaron su desacuerdo e invocaron el artículo 44 de la ley 70/1993 
para exigir un proceso de consulta previa para evaluar el Droes (Ortega, 
Soler y Cañellas, 2006:4-5). Así, la consulta previa fue iniciada en el año 
1997, y los participantes —la EPSA y los voceros de 17 comunidades— 
acordaron entregar los resultados eventuales del proceso a la autoridad 
ambiental (Ortega, Soler y Cañellas, 2006:5). Al concluir el proceso de 
consulta previa, los resultados fueron presentados públicamente el día 21 
de mayo de 1997 e incluyeron la identificación de insuficiencias en el 
Droes, así como la existencia de impactos no previstos por éste (Ortega, 
Soler y Cañellas, 2006:5). Se señalaron cuatro tipos de impactos: físicos 
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(p. ej., disminución del caudal del río, sequía, contaminación del agua, 
aumento de sedimentos, aumento de la erosión en las márgenes del río, 
presión a otras zonas mineras de aluvión, pérdida del suelo de la zona del 
embalse, deslizamiento por voladuras, cambio en el microclima y con-
taminación atmosférica); bióticos (p. ej., pérdida de cobertura boscosa, 
alteración de la calidad de agua, alteración del aire, aparición de plagas y 
enfermedades en cultivos por cambios en el microclima, pérdida de flora 
acuática y terrestre, pérdida de hábitat de fauna, incremento en especies 
de insectos de aguas lénticas, pérdida de sitios de desove, cría y reproduc-
ción de peces e incremento de especies de animales del tipo venenoso en 
la zona de embalse); socioculturales (p. ej., descomposición familiar, de-
serción escolar, descomposición cultural, inseguridad social, abandono de 
viviendas, migraciones poblacionales, pérdida de seguridad alimentaria, 
pérdida de formas ancestrales de producción, aumento de enfermedades, 
aumento de drogadicción, violaciones sexuales y aumento de robos); y 
económicos (p. ej., disminución de la producción agrícola, disminución 
de la minería de aluvión artesanal, pérdida del río como medio de trans-
porte, aumento de la explotación de oro con retroexcavadoras, presión 
a las minas de filón, disminución del ingreso familiar, competencia del 
capital foráneo con el de la región y desplazamiento) (Ortega, Soler y 
Cañellas, 2006:5-7). 

Por consiguiente, en una asamblea de delegados las comunidades 
tomaron la decisión de oponerse al proyecto de desvío del río Ovejas 
(Ortega, Soler y Cañellas, 2006:7). Sin embargo, la EPSA, en vez de pro-
tocolarizar la consulta previa formalmente, prefirió archivar el proyecto 
(Ortega, Soler y Cañellas, 2006:7). 

El proyecto estuvo archivado hasta el año 2004, cuando el Minis-
terio del Medio Ambiente decidió reabrirlo para continuar los estudios y 
realizar la consulta previa a las comunidades involucradas. A pesar de lo  
anterior, y de que los gobiernos locales apoyan la realización del proyecto 
(PCN, 2011:15), éste aún no ha podido ejecutarse. Teniendo como pre-
cedente los impactos negativos de La Salvajina y la identificación de los 
impactos previstos señalados, las comunidades se han opuesto firmemente 
(PCN, 2011:9). En este sentido, doña Paulina, autoridad de la comuni-
dad de La Toma, afirma que el río y la minería artesanal son sustento de 
vida y que por lo mismo, “viva o muerta, Ovejas no nos lo quitan. [...] 
Ovejas no nos lo pueden quitar porque si nos quitan a Ovejas, mejor 
dicho, quedamos en la última inopia” (Balanta, 2010).
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Por otra parte, los impulsos que ha recibido el proyecto han coin-
cidido con amenazas a los líderes comunitarios que se han opuesto abier-
tamente a su implementación y que han luchado por los derechos de las 
comunidades. Por ejemplo, en el 2004, justamente antes de que el Minis-
terio del Medio Ambiente decidiera desarchivar el proceso, algunos de los 
líderes recibieron escritos que decían: “si continúan con la defensa del río 
Ovejas, serán declarados objetivo militar” (PCN, 2011:11). 

Lo mismo ha ocurrido con la llegada de otras empresas multina-
cionales a la zona. Éste es el caso de la Sociedad Kedahda S. A., filial de 
la multinacional Anglo Gold Ashanti, que desde el año 2004 se mostró 
interesada en la riqueza aurífera de la región y solicitó la concesión de 
50.000 hectáreas entre Suárez y Buenos Aires para realizar proyectos de 
exploración y explotación de oro (PCN, 2011:10). En efecto, los líderes 
comunitarios que se han opuesto a dicha actividad también han sido ame-
nazados (PCN, 2011:14). Coincidencialmente, además, las áreas donde 
esta empresa pretendía desarrollar sus actividades corresponden a lugares 
en los cuales, desde el 2001, han incursionado grupos paramilitares (PCN, 
2011:10). 

Por lo anterior, y teniendo en cuenta que la situación es similar en 
otros lugares del territorio nacional (cf. Corte Constitucional, 2009a), se 
ve una relación entre las acciones criminales de estos grupos y la ejecución 
de los proyectos de la multinacional. Así lo señala una de las líderes del 
Consejo Comunitario de La Toma: “En Suárez y Buenos Aires antes no 
había tanta violencia [...] sólo hasta que estas empresas empezaron a en-
trar en nuestros territorios hemos visto violación de mujeres, asesinato de 
jóvenes, de mineros, y nunca antes esto había pasado, nosotros vivíamos 
tranquilos” (Márquez, 2010).

Como resultado de dicha relación, se facilita el desarrollo de las 
actividades de exploración y explotación, ya que los crímenes cometidos 
por los grupos paramilitares garantizan la disponibilidad del territorio, no 
sólo por el desalojo del que son víctimas las comunidades, sino por la pre-
sión que ejercen sobre sus miembros para que vendan sus predios cuando 
todavía no existe titulación colectiva. Así lo confirmaron varios líderes al 
asegurar que la mayoría de ventas se hacen por la presión que hay sobre las 
comunidades y que es muy difícil convencer a la gente de que no lo haga 
(“Taller ODR”, 2010, 17-18 de septiembre).

Aunada a lo anterior, la militarización de los territorios donde las 
comunidades practican la minería y donde se pretenden desarrollar los 
proyectos de exploración y explotación, también ha contribuido al despla-
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zamiento y al riesgo de que estas comunidades sean desplazadas. En efecto, 
la presencia militar ha estado acompañada de sistemáticas violaciones a los 
derechos humanos que tienen como consecuencia el despojo de la tierra 
y la desarticulación de la movilización de la comunidad.20 Por ende, los 
habitantes de la región aseguran que las acciones del Ejército están enca-
minadas a facilitar la actividad e implementación de los proyectos de la 
empresa Anglo Gold Ashanti (PCN, 2011:14). Asimismo, afirman que los 
militares están aliados con los paramilitares ya que estos últimos pueden 
actuar impunemente (“Taller ODR”, 2010, 17-18 de septiembre).

En este sentido, el desarrollo de proyectos económicos ha afectado 
los derechos de la población afrocolombiana en dos sentidos: por un lado, 
ha provocado la pérdida de su posesión del territorio y de sus prácticas 
tradicionales y de subsistencia, como la minería artesanal y la pesca; por 
otro, ha expuesto a sus miembros a la violencia de actores armados legales 
e ilegales que actúan a favor de las multinacionales con el fin de permitir 
la expansión de su industria.21 También, cabe reiterar que esta situación 
de vulnerabilidad enfrentada por las comunidades afrocolombianas fue 
reconocida categóricamente por la Corte Constitucional, que constató 
que el aumento en la presencia de megaproyectos agrícolas o de explo-
tación minera en territorios históricamente ocupados por la población 
afrocolombiana 

[…] ha favorecido la venta de predios ubicados en zonas que 
aún no han sido objeto de titulación colectiva y con ello, el sur-
gimiento de las amenazas por la presencia de actores armados 
que intimidan a la población afro con el fin de que abandonen 
sus territorios, lo cual ha dado lugar a la dinámica de despla-
zamiento, confinamiento y resistencia que enfrenta la población 
afrocolombiana. A esta presión, se suma la ejercida por la econo-
mía del narcotráfico, que tiene una estrecha relación con las ac-
tividades y enfrentamientos entre grupos armados ilegales, lo que 

20	 Entre ellas pueden citarse detenciones arbitrarias, ejecuciones extrajudiciales, y desconoci-
miento del principio de distinción del derecho internacional humanitario (PCN, 2011:14).

21	 En el municipio de Suárez, por ejemplo, en el 2004 se registraron al menos doce asesinatos de 
miembros de la comunidad perpetuados por grupos armados no identificados. Entre el 2003 y 
el 2009 se registraron catorce personas asesinadas, tres ejecuciones extrajudiciales y catorce 
muertos en acciones bélicas. En el 2008, luego de una orden de desalojo emitida por el alcalde 
de Suárez, integrantes del Escuadrón Móvil Antidisturbios (Esmad) y la contraguerrilla arreme-
tieron contra 200 familias de la comunidad de mineros, en su gran mayoría afrocolombianas, 
lanzando gases lacrimógenos y golpeándolos con bolillos y patadas. La orden de desalojo fue 
dada bajo el argumento de que son terrenos de alto riesgo (Corporación Servicios Profesionales 
Comunitarios Sembrar, 2010:17).
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ha provocado una dinámica en los territorios afrocolombianos  
a través de la cual se generan desplazamientos y confinamientos, 
particularmente en el Pacífico colombiano [citas internas omi-
tidas] (Corte Constitucional, 2009a, párr. 71). 

A pesar de lo anterior, sobre los territorios ancestrales de las comu-
nidades afro se siguen otorgando concesiones y licencias de exploración y 
explotación de oro en beneficio de particulares y de empresas nacionales e 
internacionales. Según el registro minero nacional, en diciembre del 2008 
había 150 títulos mineros vigentes inscritos en el departamento del Cauca 
(Registro Minero Nacional de Ingeominas, citado en Ministerio de Minas 
y Energía, 2008:5). En menos de un año y medio, esta cifra llegó a 249 
títulos mineros inscritos (Registro Minero Nacional de Ingeominas, citado 
en Ministerio de Minas y Energía, 2011:5). Tan sólo en la jurisdicción de 
los municipios de Buenos Aires y Suárez, para marzo del 2010, había 33 
títulos mineros inscritos (Registro Minero Nacional de Ingeominas, citado 
en Ministerio de Minas y Energía, 2011:5).

Por último, otro de los factores que implica que la comunidad afro 
sea más vulnerable frente al desplazamiento es la precariedad de los mecanis-
mos de la protección jurídica del derecho al territorio, así como de la restitu-
ción de la tierra. Como resumió la Corte Constitucional en el auto 005:

[…] a pesar de que los territorios étnicos tienen el carácter de 
inembargables, imprescriptibles e inalienables, estas garantías 
constitucionales no han sido aplicadas adecuadamente para 
impedir las violaciones de los derechos de las comunidades 
afrocolombianas, lo cual ha facilitado las ventas ilegales y el 
despojo de territorios colectivos y la expulsión de territorios an-
cestrales que están en proceso de titulación colectiva. Tampoco 
se han implementado instrumentos específicos encaminados a 
la efectiva restitución material y a garantizar el goce efectivo 
de los derechos territoriales de esos grupos vulnerables, ni se 
han destinado recursos suficientes para el saneamiento y de-
limitación de esos territorios (Corte Constitucional, 2009a, 
párr. 79). 

De igual forma, en su visita a Colombia, el representante del secre-
tario general de las Naciones Unidas sobre los derechos humanos de los 
desplazados internos, Walter Kälin, manifestó que “sigue preocupado por 
las cuestiones no resueltas, pese a lo que dice la ley, de las tierras transferidas 
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bajo coacción o adquiridas y registradas en contravención de la ley, por 
ejemplo, en los casos de las tierras comunales. El representante recuerda al 
Gobierno de Colombia que la cuestión de la tierra y la propiedad es un ele-
mento fundamental del posible retorno de los desplazados”.22 Más aún, en 
relación con las comunidades afrodescendientes, “inquietó al representante 
el hecho de que al parecer sus tierras son, cada vez más, objeto de incursio-
nes de distintos grupos armados o militares […] a veces para beneficiar a 
intereses económicos privados. [El representante] [e]stimó que se tomaban 
pocas medidas de protección para evitar esto”.23 

En consecuencia, los miembros de las comunidades afrodescen-
dientes del norte del Cauca señalan que han perdido el 80% de la tierra y, 
ante la falta de mecanismos administrativos que garanticen la restitución, 
consideran que la única opción para recuperar la tierra son las ocupaciones 
de hecho (“Taller ODR”, 2010, 17-18 de septiembre). Además, aseguran 
que el reintegro es muy difícil porque los retornos deben estar acompa-
ñados de condiciones de seguridad y, hasta ahora, los grupos armados 
siguen actuando libremente. Por esto, uno de los miembros afirmó que “el 
proceso de restitución de tierras está pegado con babas” (“Taller ODR”, 
2010, 17-18 de septiembre). Asimismo, afirmaron que las condiciones 
de seguridad a las que hacen referencia no se garantizan exclusivamente 
por la presencia de las Fuerzas Armadas, sino por la efectiva protección 
de sus derechos. Así, aseguran que “[l]a seguridad la vemos más en la 
garantía del ejercicio de nuestros derechos” (“Taller ODR”, 2010, 17-18 
de septiembre).

Para ver cómo operan estas violaciones de los derechos humanos 
en el terreno, es necesario mirar con detalle conflictos específicos sobre los 
territorios de comunidades negras y la explotación de recursos naturales. 
Esto es lo que hacemos en la siguiente sección, al concentrarnos en el caso 
de La Toma.

22	 Informe presentado por el representante del Secretario General sobre los derechos humanos de 
los desplazados internos (Kälin, 2007, párr. 69).

23	 Informe presentado por el representante del Secretario General sobre los derechos humanos de 
los desplazados internos (Kälin, 2007, párr. 70).





El caso específico del corregimiento         
de La Toma: 
resistencia en respuesta a los riesgos

 El corregimiento de La Toma está situado en el nororiente del mu-
nicipio de Suárez, en el departamento del Cauca, y tiene una extensión 
aproximada de 7000 hectáreas. Se encuentra habitado por 1300 familias 
afrocolombianas, quienes representan el 100% de la población y que, des-
de el año 1636, se han dedicado a actividades como la agricultura, la pesca 
y, en especial, la minería artesanal (Corporación Servicios Profesionales 
Comunitarios Sembrar, 2010:4). 

La situación en La Toma evoca el contexto de los municipios de Suá-
rez y Buenos Aires descrito en el capítulo anterior: las vulneraciones del dere-
cho al territorio son cada vez más graves debido a los intereses de particulares 
y empresas nacionales e internacionales en la riqueza aurífera de la zona. De 
hecho, actualmente se encuentran concedidas más de 10.000 hectáreas del 
municipio de Suárez entre particulares y multinacionales (más de la cuarta 
parte de la extensión total del municipio), mientras que el resto del territorio 
aún no ha sido concedido pero se encuentra solicitado para serlo.24

Uno de los conflictos más graves en esta larga historia de lucha ha 
sido la exploración y explotación de las 99,7 hectáreas concedidas. “En el 
Informe de comisión y verificación del Ministerio del Interior de fecha junio 
12 del 2009, se afirma que el proyecto BFC-021 se encuentra frente a la 

24	 La distribución es la siguiente: Héctor de Jesús Sarria: 99,7 ha; Multinacional Anglo Gold Ashanti: 
1404 ha; James Álvaro Valdiri: 3149 ha; Raúl Fernando Ruiz: 314 ha; Andrés Rendle: 1717 ha (Ca-
tastro Minero Colombiano, citado en Corporación Servicios Profesionales Comunitarios, 2010:9) 
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represa de La Salvajina en el corregimiento de La Toma, sector La Carolina 
[…] aproximadamente a 18 kilómetros de distancia de las comunidades 
donde residen y realizan sus actividades (cabecera del corregimiento La 
Toma)” (Corporación Autónoma Regional del Cauca, 2010, 17 de junio.

Este proyecto está inscrito a nombre del ciudadano Héctor Jesús 
Sarria mediante licencia BFC-021 inscrita en el registro minero nacional el 
5 de marzo del 2002.25 A pesar del asentamiento ancestral de comunidades 
afro en dicho territorio, y de que el proyecto puede afectar su integridad 
cultural, social y económica, el trámite se realizó sin agotar el mecanismo 
de la consulta previa (Corporación Servicios Profesionales Comunitarios 
Sembrar, 2010:15). Esto ocurrió porque antes del otorgamiento de la li-
cencia, el Ministerio del Interior y de Justicia (MIJ) expidió una certifica-
ción donde negó la existencia de población afro en la zona del proyecto, 
asegurando que la más cercana se encontraba a 19 km, es decir, en otro 
municipio del Cauca.26 

Basado en ello, Sarria solicitó amparo administrativo con el fin de 
que los mineros artesanales fueran despojados del territorio que le había 
sido concedido. El 28 de abril del 2009 Ingeominas decidió conceder el 
amparo solicitado en contra de las comunidades por considerar que exis-
tían perturbaciones en el área del título y ordenó la suspensión inmediata 
de las actividades mineras de la comunidad (Ingemoinas, 2009). Posterior-
mente, las amenazas contra la comunidad se intensificaron: entre agosto 
y diciembre del 2009 los líderes recibieron varios panfletos y mensajes de 
texto al celular, con amenazas firmadas por las Águilas Negras y Los Ras-
trojos-Nueva Generación, dos grupos paramilitares que actúan en la zona 
(PCN, 2010, 29 de julio).

Tras una acción de cumplimiento presentada por Sarria en contra 
del alcalde del municipio de Suárez, autoridad encargada de atender la 
solicitud de amparo y de efectuar el respectivo desalojo (Código de Mi-
nas, art. 309), el 15 de marzo del 2010 el Juzgado Primero del Circuito 
Administrativo de Popayán ordenó el cumplimiento de la resolución de 
Ingeominas que concedió el amparo. El 7 de abril del 2010, dentro del 
territorio de La Toma, fueron asesinados ocho mineros en una mina de 
oro a orillas del río Ovejas, “al parecer por grupos armados uniformados” 
(PCN, 2010, 9 de abril).

25	 “El contrato de concesión debe estar contenido en documento redactado en idioma castellano 
y estar a su vez suscrito por las partes. Para su perfeccionamiento y su prueba sólo necesitará 
inscribirse en el registro minero nacional” (ley 685, art. 50). 

26	 En oficio GTC-674-04, Cali, 7 de septiembre del 2004, Ingeominas confirmó que no se efectuaron 
consultas porque no se reportó superposición con ninguna zona minera de negritudes o con 
comunidades negras en el área del título de Sarria. 
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En vista de la orden de cumplimiento, el 30 de abril del 2010 el 
alcalde de Suárez, Luis Fernando Colorado, ordenó el desalojo de los mi-
neros y la suspensión de su actividad (Alcaldía Municipal de Suárez, 2010). 
La diligencia estaba prevista para el 21 de mayo del 2010. Ante el riesgo de 
ser expulsados del territorio y de perder sus tradiciones culturales, el 19 de 
mayo del 2010 la comunidad de La Toma por medio de su consejo comu-
nitario interpuso una acción de tutela (número 2761852) en el Tribunal  
Superior del Distrito Judicial de Popayán, solicitando la revocación del 
título minero concedido a Héctor Jesús Sarria por no contar con una con-
sulta previa, libre e informada. Asimismo, pidió que se dejara sin valor y 
efecto la parte resolutiva de la resolución 8463-3-30 del 30 de abril del 
2010, y como medida provisional la suspensión de ella. El día siguiente los 
mineros artesanales y líderes comunitarios recibieron otro mensaje de tex-
to amenazante, el cual fue denunciado “públicamente por organizaciones 
nacionales e internacionales, sin respuesta por parte del Gobierno colom-
biano” (PCN, 2010, 29 de julio). 

Luego de una fuerte protesta realizada el 21 de mayo del 2010, en 
la cual incluso el alcalde de Suárez se mostró en desacuerdo con la medida 
asegurando que ella desconocía los derechos de las comunidades, las cuales 
“dependen económicamente de la minería [...] [ejercida] en los territorios 
en los que han vivido desde hace muchos años”, dicha diligencia fue sus-
pendida y fijada para el 18 de agosto del mismo año mediante resolución 
647/2007 de julio 31 del 2010 (“Mineros protestan en Suárez, Cauca”, 
2010). Sin embargo, el 24 de mayo del 2010 el Tribunal Superior del Dis-
trito Judicial de Popayán notificó al Consejo Comunitario de La Toma su 
decisión de negar la medida provisional. 

Dos días después la comunidad elevó una solicitud para legalizar la 
exploración y explotación minera que vienen ejerciendo, la cual incluye el 
área afectada por el título del señor Héctor Jesús Sarria.27 Así lo permiten en 
el artículo 165 del Código de Minas y artículo 12 de la ley 1382 de 2010. 
Igualmente, se dispone que una vez que la solicitud haya sido formulada 
y mientras ella se resuelve por la autoridad minera, no serán procedentes 
algunas medidas previstas en dicho código, dentro de las cuales cabe resal-
tar el amparo administrativo.28 Por consiguiente, el amparo administrativo 
concedido al señor Sarria no puede producir efectos jurídicos mientras se 

27	 Solicitud de legalización LEQ-11271, presentada en audiencia pública del 26 de mayo del 2010. 

28	 Las otras medidas que no deben aplicarse son el decomiso (art. 161); las sanciones penales 
por exploración y explotación ilícita (art. 159); y aprovechamiento ilícito (art. 160) (cf. Código 
de Minas).
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resuelva la solicitud de legalización radicada por las comunidades del co-
rregimiento de La Toma. Por lo mismo, la orden proferida por el Juzgado 
Primero del Circuito Administrativo de Popayán, y las respectivas resolu-
ciones de la alcaldía de Suárez, no pueden ejecutarse. 

El 31 de mayo del 2010 el defensor regional del Cauca presentó 
una coadyuvancia a la tutela del Consejo Comunitario, en la cual afirmó 
que había población afro a “escasos 50 metros” del territorio concedido 
a Sarria y, por tanto, la falta de consulta previa constituyó un incumpli-
miento de los compromisos internacionales y nacionales del Estado. En 
vista de esta situación y de la solicitud de legalización presentada por la 
comunidad, el defensor regional pidió que se suspendieran las órdenes 
del Juez Primero Administrativo de Popayán a partir de la solicitud de 
legalización y que ordenara al alcalde municipal abstenerse de cumplir su 
propio acto. En consecuencia, el 17 de agosto del 2010 la Inspección de 
Policía Municipal de Suárez decidió suspender indefinidamente la diligen-
cia de desalojo hasta que se acredite si el señor Sarria está completamente 
legitimado para obtener el amparo de las autoridades y defender su título 
(Inspector de Policía y Tránsito Municipal de Suárez, 2010). A causa de 
los fallos adversos a la solicitud de reconocimiento de la posesión ances-
tral y reconocimiento de la consulta previa como requisito fundamental 
para la asignación de títulos de exploración y explotación minera, el 1o de 
junio del 2010 el PCN envió comunicación a la Corte Constitucional in-
formando la violación de la consulta previa y las amenazas a varios líderes 
afrodescendientes de la zona, y solicitando la protección del territorio an-
cestral, la protección a la vida de los líderes amenazados y del derecho de 
un colectivo con reconocimiento e identidad étnica diferencial. Esta co-
municación fue enviada en el ámbito del seguimiento al auto 005/2009, 
toda vez que estas circunstancias creaban un grave riesgo de desplazamiento 
forzado de las familias asentadas en la zona de explotación minera asig-
nada. Esta comunicación fue tomada por la Corte Constitucional como 
una solicitud de revisión de la tutela instaurada por la líder Francia Helena 
Márquez Mina, y hasta la fecha se encuentra en revisión bajo el radicado 
2761852 (Antonio, 2011).

Desde entonces las comunidades permanecen en el territorio, pero 
su situación es incierta, ya que dependen de lo que se resuelva a propósito 
de la legalidad del título de Sarria, que fue concedido sin realizar el trámite 
de consulta previa, y de la solicitud de legalización que presentaron.29 El 

29	 Ley 1382/2010, art. 12, párr. 1. “En todo caso, la autoridad minera contará hasta con un (1) año 
para realizar la visita de viabilización, después de presentada la solicitud de legalización”, para 
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problema radica en el título de concesión que le fue otorgado a Sarria y 
que, al ser previo a la solicitud de legalización, representa para éste un 
derecho adquirido. En estos casos, y siempre que las comunidades de-
muestren una antigüedad mayor a la que tiene la concesión, existe la po-
sibilidad de que las partes lleguen a un acuerdo. Así lo dispone el artículo 
12 de la ley 1382/2010, donde se toma como ejemplo la suscripción de 
contratos de asociación y operación, entre otros, que permitan la explota-
ción por parte de los mineros tradicionales. 

Ahora bien, en el caso de La Toma la aplicación de este artículo no 
debería ser necesaria porque, tal como lo reconoció el Ministerio del In-
terior y de la Justicia posteriormente (Ministerio del Interior y la Justicia, 
2009), en el territorio que fue concedido al señor Sarria se encuentran 
asentadas comunidades afrodescendientes30 y, en virtud de ello, la conce-
sión requería la realización de una consulta previa.31 En otras palabras, el 
mismo Ministerio del Interior y de la Justicia reconoció que Ingeominas se 
había equivocado cuando declaró que no había comunidades afrodescen-
dientes. Como no se realizó la consulta correspondiente, el título otorgado 
al señor Sarria es ilegal y, en consecuencia, la solicitud de legalización debe 
asegurar la concesión exclusiva del territorio a las comunidades. En el mis-
mo orden de ideas, por ausencia de causa jurídica, debe revocarse la reso-
lución que concede el amparo administrativo y como consecuencia debe 
cancelarse la orden de desalojo. Igualmente, debe revocarse la licencia BFC 
021, al igual que todos los títulos y licencias que han sido otorgados en el 
territorio sin que se haya respetado el derecho a la consulta previa. 

Sin embargo, mientras la resolución jurídica de la situación si-
gue pendiente, las amenazas y violencia buscan derrotar el proceso de 
resistencia de la comunidad, ya que sus miembros llegan a cuestionarse 
si vale la pena seguir protegiendo el territorio. Tal como se señaló previa-
mente, la implementación de proyectos de exploración y explotación mi-
nera en territorios ancestrales está acompañada de violencia en contra de  

resolver el respectivo trámite; y contará hasta con dos (2) meses, a partir del recibo de los PTO y 
PMA por parte del interesado, para resolver de fondo la solicitud de legalización. 

30	 La obligación contenida en el artículo 330 de la Constitución de garantizar que la explotación de 
los recursos naturales se haga sin desmedro de la integridad cultural, social y económica de las 
comunidades étnicas, implica que se realice una consulta previa a las comunidades asentadas 
en la jurisdicción del proyecto, independientemente de que exista o no zona minera indígena, de 
comunidades negras o mixtas, declaradas como tales por el Ministerio de Minas y Energía.

31	 En consecuencia, el 17 de junio del 2010 la Corporación Autónoma Regional del Cauca decidió 
suspender los efectos jurídicos de la licencia ambiental que había concedido a Sarria para la 
explotación de oro en el territorio (Corporación Autónoma Regional del Cauca, 2010).
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las comunidades y de sus líderes, con el fin de despejar el territorio y de 
desarticular los procesos sociales de resistencia. En efecto, la situación 
de vulnerabilidad de la población se ha incrementado, toda vez que sus 
líderes y autoridades representativas han sufrido una oleada de amenazas 
contra su vida e integridad (cf. PCN, 2010, 29 de julio; Carta del Proceso 
de Comunidades Negras del 4 de noviembre de 2010 dirigida al presi-
dente Juan Manuel Santos; Consejo Comunitario de La Toma, 2010). 
Por ejemplo, el 31 de mayo del 2010, el mismo día en que la Defensoría 
Regional del Cauca presentó una coadyuvancia a la tutela del Consejo 
Comunitario de La Toma, varios líderes del PCN que eran miembros 
del Consejo Comunitario, entre otros, recibieron la siguiente amenaza: 
“Pcn concej cmtr la toma yolonb cric cero tijeras ddh cut valle buenos 
airs crteta nomades naya hp usteds insitan alas comunida ala revoluciom 
creando problemas de orden publico reteniendo alos representantes del 
gobiern en Suarez presentand papeles falsos para evitar el progres desde 
el dia viernes teníamos ubicad sr alex quintero le perdonamos la vida ala 
familia primero lasegurid democratk licifredy enrique goyes edwardvilleg 
diegescobar aguilas negras”. Luego de los asesinatos de ocho mineros en 
abril del 2010, el referido líder afrodescendiente Alex Quintero había sido 
asesinado el 23 de mayo en Santander de Quilichao, en el norte del Cauca 
(Afrodes y Global Rights, 2010:39). Aunado a estos incidentes, cinco 
personas más fueron asesinadas en los municipios de Suárez y Buenos 
Aires por presuntos paramilitares entre el 21 y 24 de julio del 2010 (PCN, 
2010, 29 de julio). Los hechos de violencia descritos, cuya ocurrencia ha 
coincidido justamente con los momentos de alta tensión entre la comu-
nidad y los intereses económicos particulares, “manifiestan la presencia y 
el actuar de actores armados en la zona y la extrema vulnerabilidad a que 
están sometidos todos los pobladores de la zona y sus derechos” (PCN, 
2010, 29 de julio).

Por su lado, los líderes, a pesar de las amenazas, se han resistido a 
abandonar sus actividades diarias, ya que señalan que la mejor protección 
que pueden tener es asegurar que el proceso de resistencia continúe. Es 
necesario resaltar que lo anterior es característico del conflicto que se vive 
por el territorio en la zona y no exclusivamente del caso relacionado con 
Sarria. Sin embargo, dada la estrecha relación con el territorio, las comu-
nidades de La Toma persisten en su lucha y se resisten a ser desplazados 
por los distintos actores armados que los atacan. En palabras del presi-
dente del Consejo Comunitario de La Toma, “El territorio para nosotros 
es el cuerpo y alma, en ese orden de ideas el territorio para nosotros lo 
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es todo, no se podría lastimar una parte del cuerpo sin que él sienta, [...] 
cada hoja, cada árbol es como si se tocase cada cabello, esto es integral” 
(Ararat, 2010, 17 de septiembre).





Hacia una solución: 
el reto urgente de la implementación de las órdenes                              
de la Corte Constitucional 

La situación de vulnerabilidad que se vive en los municipios de 
Buenos Aires y Suárez en general, y en el corregimiento de La Toma en 
particular, requiere la intervención inmediata del Estado colombiano para 
garantizar los derechos individuales y colectivos de las comunidades de 
esta región. Además, la situación refleja un preocupante contexto nacio-
nal: es sólo un ejemplo de los procesos de resistencia que ya existen y que 
se seguirán surgiendo en razón de los nuevos proyectos de desarrollo en 
el país.32 Está operando un complejo conjunto de circunstancias además 
de la concesión de títulos dentro de territorios ancestrales, tales como la 
violencia y acciones arbitrarias de actores armados legales e ilegales; la de-
ficiente protección jurídica e institucional de los territorios; las dinámicas 
de confinamiento y resistencia; las trabas institucionales para el reconoci-
miento de las autoridades locales; y el desconocimiento de los derechos a 
la participación y la autonomía.

32	 Además, la situación de seguridad de los líderes afrodescendientes de esta región refleja una 
tendencia general preocupante. Según reportan Afrodes y Global Rights (2010), por lo menos 42 
líderes afrocolombianos han sido asesinados desde 1996, y de ellos, 10 ocurrieron sólo entre 
enero y julio del 2010. De acuerdo con Luz Marina Becerra, presidenta de Afrodes, “detrás de la 
aparente calma, está surgiendo una ola de violencia contra nosotros. La forma de operar de los 
paramilitares ha cambiado. Las masacres ya no se hacen en un día, sino a lo largo de los meses 
con asesinatos selectivos contra los líderes de las comunidades afrocolombianas” (El Tiempo, 
2010, 26 de octubre).
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Sin embargo, el camino para enfrentar estas problemáticas, no sólo 
es claro, sino de obligatorio cumplimiento: se trata de cumplir las órdenes 
del auto 005/2009. En este sentido, consideramos que la solución con-
siste en el explítico reconocimiento de los factores de riesgo e impactos 
diferenciados identificados y la implementación oportuna de las órdenes 
proferidas por la Corte Constitucional.33 

En primer lugar, como la exposición de la historia y de los hechos 
recientes demuestra los factores de riesgo identificados por la Corte Cons-
titucional —en particular, las presiones generadas por procesos mineros 
y agrícolas y la deficiente protección jurídica de los territorios— son, en 
especial, relevantes en el caso de las comunidades del norte del Cauca. 
Asimismo, los impactos diferenciados del fenómeno de desplazamiento 
forzado señalados por la Corte Constitucional —entre ellos, la desintegra-
ción como grupo étnico, el desarraigo del territorio ancestral, la pérdida 
de prácticas culturales y tradicionales y las dificultades en los procesos de 
adpatación a contextos urbanos— ya se han observado en las comunidades 
con ocasión de los megaproyectos anteriores (como la hidroeléctrica Sal-
vajina). En otras palabras, el diagnóstico que hizo la Corte Constitucional 
en el auto 005/2009 es particularmente relevante para las comunidades de 
Suárez y Buenos Aires.

En segundo lugar, las órdenes proferidas por la Corte son funda-
mentales para estas comunidades. En particular, el proceso de caracteri-
zación ordenado por la Corte Constitucional en el auto 005 es esencial 
para Buenos Aires y Suárez, en vista de las extensas solicitudes y concesio-
nes de títulos mineros por particulares y empresas en estas jurisdicciones,  

33	 En relación con el desplazamiento de las comunidades afrodescendientes, la Corte Constitu-
cional profirió seis órdenes concretas para la efectiva protección de sus derechos individuales y 
colectivos. La Corte ordenó: 1) el director de Acción Social diseñar e implementar un plan especí-
fico de protección y atención para cada una de las comunidades señaladas en el anexo del auto 
005 como casos emblemáticos; 2) al Ministerio del Interior y de Justicia diseñar e implementar 
un plan de caracterización de los territorios colectivos y ancestrales habitados mayoritariamente 
por la población afrocolombiana; 3) al Ministerio del Interior y de Justicia, junto con el Incoder, la 
Superintendencia de Notariado y Registro, la Unidad Nacional de Tierras del Ministerio de Agricul-
tura, el Instituto Geográfico Agustín Codazzi y Acción Social, implementar la ruta étnica propuesta 
por Acción Social dentro del proyecto de protección de tierras y patrimonio; 4) al director de 
Acción Social diseñar una estrategia que permita adoptar en cada caso y de manera urgente, las 
medidas necesarias para garantizar que la población afrocolombiana confinada, reciba atención 
humanitaria de emergencia de manera integral, oportuna y completa, respetando los criterios de 
especificidad cultural aplicables; 5) al director de Acción Social y al Consejo Nacional de Atención 
Integral a la Población Desplazada, diseñar un plan integral de prevención, protección y atención 
a la población afrocolombiana; 6) al Ministerio del Interior y de Justicia y al Ministerio de Defensa 
presentar informes bimensuales sobre las acciones tomadas para obtener el cumplimiento de las 
medidas provisionales ordenadas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en benefi-
cio de las comunidades de Jiguamiandó y Curvaradó (Corte Constitucional, 2009:64, 65 y 66).
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las cuales hacen urgente la tarea de aclarar la situación jurídica de los te-
rritorios afrocolombianos. Para las comunidades del norte del Cauca tam-
bién son esenciales el diseño e implementación de los planes específicos de 
protección y atención ordenados por la Corte;34 según la Corte, el conte-
nido de estos planes deberá tomar en cuenta los factores transversales de 
riesgo identificados (Corte Constitucional, 2009a:59), los cuales, como 
ya explicamos, inciden bastante en esta región. Asimismo, el Plan Integral 
Nacional de Prevención, Protección y Atención a la Población Afrocolom-
biana ordenado por la Corte Constitucional también tiene especial rele-
vancia: uno de los componentes mínimos del plan es el fortalecimiento de 
las autoridades locales y de los consejos comunitarios constituidos (Corte 
Constitucional, 2009a:62), el cual se vuelve cada más imprescindible para 
los líderes afrocolombianos del norte del Cauca debido al aumento de las 
amenazas contra los consejos comunitarios y a la agudización de la situa-
ción de inseguridad en la zona.

Frente a la urgencia de la implementación del auto 005, es parti-
cularmente grave el escaso avance al respecto. En este sentido, el reciente 
informe del ODR determinó que todas las órdenes del auto 005 corres-
pondían a la clasificación de “incumplimiento”, en una escala de incum-
plimiento, bajo cumplimiento, medio cumplimiento y alto cumplimiento 
(ODR, 2010). Además, la información obtenida por el ODR en respuesta 
a los derechos de petición enviados durante el segundo semestre del 2010 
demuestra que aún no se ha podido concretar la metodología del proceso 
de caracterización.35 

Más preocupante aún, los líderes de las comunidades del norte del 
Cauca indicaron que no solamente hay pocos avances en el cumplimiento 
del auto 005, sino que también parece que ni las autoridades estatales lo-
cales ni las comunidades afrocolombianas tienen mucho conocimiento de 

34	 En el anexo del auto 005 el caso de Buenos Aires es mencionado como un ejemplo emble-
mático de comunidades en resistencia o confinamiento y, por tanto, se debe formular un plan 
específico de protección y atención para las comunidades de este municipio. Al mismo tiempo, 
aunque no se menciona Suárez explícitamente, la Corte dispuso que el listado expuesto en 
el anexo no era exhaustivo y podría ser complementado posteriormente (Corte Constitucional 
2009a:68 y 69). Como demostramos a lo largo de este texto, las comunidades de Suárez están 
enfrentando una situación de igual urgencia y gravedad como las de Buenos Aires y, por ende, 
también requieren medidas específicas de atención y protección. 

35	 Respuesta a derecho de petición del Incoder, fechada el 11 de octubre del 2010; respuesta a 
derecho de petición del Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC), fechada el 12 de octubre 
del 2010; y respuesta a derecho de petición del Ministerio de Agricultura, fechada el 29 de sep-
tiembre del 2010. Ni Acción Social ni el Ministerio del Interior y de la Justicia han respondido a 
nuestros derechos de petición enviados en septiembre del 2010 preguntando sobre las medidas 
del auto 005 que estas entidades tienen a su cargo.
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la decisión. Al respecto, las comunidades de Buenos Aires y Suárez afirman 
que en el 2009 convocaron a las alcaldías y a los consejos municipales para 
discutir la implementación del auto 005, pero que ninguna de dichas enti-
dades tenía conocimiento de su existencia (“Taller ODR”, 2010, 17-18 de 
septiembre). Lo mismo pudo constatar el ODR en una entrevista realizada 
al procurador regional del Valle del Cauca, quien, al preguntarle por el 
auto 005 y el enfoque diferencial en la atención frente al desplazamiento, 
afirmó que ellos sólo se encargaban de la efectiva aplicación de las órdenes 
emitidas en la sentencia T-025/2004, mostrando absoluto desconoci-
miento de la referida providencia (Fernández, 2010, 16 de septiembre).

En último lugar, cabe reiterar que para el cumplimiento de estas 
órdenes es necesario, tal y como dispone la Corte Constitucional, consul-
tar con las mismas comunidades y garantizar su participación directa en 
la elaboración de las acciones concretas y su implementación. En este sen-
tido, una de las preocupaciones frecuentemente señaladas por los líderes 
comunitarios del norte del Cauca es que la implementación del auto 005 
se está realizando sin la participación de los consejos comunitarios. Como 
un líder de Suárez ilustra bien: 

Es necesario que nosotros como consejos comunitarios seamos 
consultados. Si en algún momento dado hay que hacer algún 
diagnóstico, hay que hacer algo para recibir información sobre 
determinados asuntos, que sean los consejos comunitarios. ¿Por 
qué? Porque en nuestro municipio, la vez que se iba a hacer un 
ejercicio… la relación… fue con la administración municipal, 
y la administración municipal invitó a unas juntas de acción 
comunal y a otras personas diferentes a los consejos comunitarios 
para este ejercicio. Nosotros como consejo comunitario no cono-
cíamos. No se nos informó, y por lo tanto, quienes nos enteramos 
a última hora, pues acudimos rápidamente. Pero como no hubo 
información suficiente, entonces el grueso de los consejos comuni-
tarios no hizo presencia. Entonces, es necesario que estos asuntos 
sean trabajados o sean tratados en el interior de los consejos co-
munitarios para que nosotros como organización podamos cono-
cer de qué se trata y a la vez podamos dar la información precisa 
y oportuna (“Taller ODR”, 2010, 17-18 de septiembre).

Así, el ODR considera fundamental que el cumplimiento de las 
órdenes del auto 005 se realice en terreno en la mayor medida posible. 
Se necesita un proceso de socialización e información, de formulación de 
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acciones específicas y de implementación y seguimiento, que debería ser 
adelantado directamente con las comunidades y sus consejos comunita-
rios. No es suficiente realizar consultas en el ámbito nacional y departa-
mental. En este sentido, varios de los líderes afrodescendientes del norte 
del Cauca subrayaron la importancia de que las autoridades encargadas del 
cumplimiento del auto 005 vayan al terreno. Como Leonardo Márquez, 
representante legal del Consejo Comunitario Ancestral de Negritudes de la 
Playa Renaciente, expresó: “Yo llamo a la Corte Constitucional... que apo-
yen las comunidades tanto afro como indígenas... que salgan ellos mismos, 
que hagan comisiones de gente que verdaderamente tengan esa conciencia 
de venir al territorio a ver... qué problemas tienen las comunidades. No 
que cojan de los escritorios en la ciudad... y digan ‘esos están así en tales 
condiciones’. ¡No! Tienen que ellos mismos verificar o hacer comisiones 
para que vengan a ver cómo es el modo de vivir de las comunidades en su 
territorio, porque lógicamente, desde allá, desde un escritorio no pueden 
saber ellos qué problemas o qué consecuencias están asumiendo las comu-
nidades en su territorio” (Márquez, 2010). 

De igual forma, en una carta fechada el 18 de septiembre del 2010, 
dirigida a la Corte Constitucional, Liliana Sandoval, líder afrocolombiana 
de Buenos Aires, escribió: “La presente es para informarles que no me 
siento satisfecha o recogida con las cosas que están haciendo en nuestro 
municipio y en el del norte del Cauca. Nosotros queremos, necesitamos 
que bajen a las comunidades... Me siento muy insatisfecha porque ustedes 
tienen que hacerle un seguimiento a todo lo que pasa pero piensa [sic] que 
desde el escritorio se hace. No es así. Tienen que ir a la fuente”.





Conclusión 

La lucha de las comunidades afrodescendientes del norte del Cauca 
por sus derechos es histórica. Desde la abolición de la esclavitud en 1851, 
los mineros de la región lucharon por sus derechos y lograron conservar 
una parte del territorio a pesar de los intentos de terceros de desalojarlos. 
Muchos fueron expulsados, pero la mayoría de los habitantes se resistió a 
desocupar y dejar el territorio. Así, la presencia de las comunidades en el 
territorio ha estado garantizada por la resistencia de sus miembros, empe-
zando por sus ancestros, que fueron traídos como esclavos. Ésta es una de 
las principales razones por las cuales las comunidades hoy en día se niegan 
a abandonar la zona, a pesar de las presiones, las amenazas y violencia y los 
intereses económicos. En este sentido, uno de sus miembros aseguraba que 
“solamente volveremos a ser esclavos cuando el último de nuestros bisnie-
tos haya vendido la última cuarta de tierra que tengamos” (“Taller ODR”, 
2010, 17-18 de septiembre).

En efecto, el ejemplo de la actual situación en los municipios del 
norte del Cauca, y en el corregimiento de La Toma en particular, permite 
confirmar la manera en que los factores estructurales y los riesgos identifi-
cados en el auto 005 implican que las comunidades afrodescendientes sean 
particularmente vulnerables al fenómeno del desplazamiento forzado. Asi-
mismo, resalta la presencia de ciertas dinámicas especiales que se viven en 
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el territorio, como son la resistencia y el confinamiento, y que se explican 
por la relación que las comunidades establecen con el territorio. En este 
sentido uno de sus líderes afirmó que “al defender el territorio estamos de-
fendiendo la vida, y la vida se pone en contraprestación de la vida” (Ararat, 
2010, 17 de septiembre). De esta manera se evidenció que la autorización 
y desarrollo de megaproyectos mineros sin la efectiva realización de una 
consulta previa, no sólo conducen a la violación de los derechos colectivos 
e individuales de las comunidades afro, sino que ponen en riesgo su super-
vivencia física y cultural como grupo étnico. Por tanto, debe reiterarse la 
urgencia de la intervención del Estado en la efectiva protección de dichos 
derechos y en el cumplimiento de las órdenes emitidas por la Corte Cons-
titucional en el auto 005.36 

36	 Tal y como se mostró, la intervención del Estado no ha garantizado la protección efectiva de los 
derechos de las comunidades, al contrario, la percepción de las comunidades es la de que “El 
Estado colombiano en vez de tomar algunas medidas para protección de los grupos afrocolom-
bianos lo que ha hecho es tomar decisiones en detrimento de las comunidades” (Hernández, 
2010, 18 de septiembre). 
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